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I EL PRINCIPIO CONSTITUCIONAL DE
DESCENTRALIZACION

La actual Constitucién portuguesa introduce la descentralizacién
cuando trata de definir la forma de Estado.

En este sentido, el articulo 6.1 define al Estado portugués como
unitario. Pero afiade que respetard en su organizacién y funciona-
miento el régimen autondémico insular de los archipiélagos de Azores
y Madeira y los principios de subsidiariedad, de autonomf{a de las au-
tarquias locais y de descentralizacién democritica de la administra-
ci6n publica.

En este precepto, el constituyente habla de descentralizacion, no
s6lo cuando utiliza la expresién «descentralizacién democritica de la
administracién puablica», sino también cuando se refiere al «régimen
autonémico insular» y de «autonomia de las autarquias locais». Y es
que no se comprenden estas expresiones sin tener en cuenta el fené-
meno de la descentralizacién. Los regimenes concretos a que se hace
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referencia son expresién de una descentralizacién que después con-
cretara el constituyente.

No es éste el Gnico articulo que constituye la base constitucional
del principio de descentralizacién.

La Constitucién se refiere de nuevo a la descentralizacién cuando
trata de las Regiones Auténomas (Parte lll, Titulo VII) y del Poder Lo-
cal (Parte 111, Titulo VIII).

Ademis, en el capitulo sobre la Administracién Pablica y en particular
en el articulo 267.2, se insiste de nuevo en la descentralizacién. Este pre-
cepto afirma que la ley establecerd formas adecuadas de descentraliza-
cién y desconcentracién administrativas, sin perjuicio de la necesaria
eficacia y unidad de accién y de los poderes de y supervisién del Go-
bierno.

A partir de lo dicho en estos preceptos constitucionales, {qué signi-
ficado tiene el principio de descentralizacicn?

Ante tales expresiones constitucionales cabe preguntarse por el
significado del principio de descentralizacion.

A este respecto, creo que lo que la Constitucién contempla es un
fenémeno de descentralizacién territorial, o sea, de transferencia de
responsabilidades o atribuciones de un ente pablico de base popular y
territorial a la esfera de otros entes publicos de la misma naturaleza,
pero con un imbito popular y territorial m4s reducido!.

De todas formas, el concepto constitucional de descentralizacion
no se agota en el de descentralizacion territorial. La referencia constitu-
cional a la descentralizacién comprende otras formas de organizacién
administrativa, especialmente del Estado, tendentes hacia una descen-
tralizacin tnstitucional y asociativa. Y asi se contempla la creacién de
entes capaces de una realizacién mis eficiente de las funciones puabli-
cas (institutos piblicos ~bajo la forma de servicios piblicos personali-
zados, de establecimientos pdblicos o de fundaciones publicas—y aso-
ciaciones publicas).

El principio de descentralizacién obliga a respetar los avances ya
conseguidos en este terreno (dimensién estitica) como a llevar la des-
centralizacién a todos los niveles de la Administracién mediante la
definicién legal de cada momento (dimensién dindmica).

Veamos ahora cémo se ha concretado hasta el momento el princi-
pio de descentralizacién, especialmente en su dimensién territorial
que es la forma mds genuina del desarrollo de este principio. Para ello

' En cste sentido, ¢l constituycnte ha contemplado una descentralizacion territorial dcl
Estado a favor de las Regiones Auténomas dec Azores y Madcira y de las autarquias locais (re-
gioncs administrativas, municipios, feligresias), asi como una descentralizacidn territorial des-
dc grandcs autarquias locais a favor de otras de 4mbito mis restringido (v.g., descentralizacién
de los municipios a favor dc las feligresfas).
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haremos una primera referencia a la descentralizacién politico-admi-
nistrativa a favor de la Regiones Auténomas de Azores y de Madeira y
después aludiremos a la descentralizacién territorial administrativa
en relacién con las autarquias locais.

II. LA DESCENTRALIZACION POLITICO-ADMINISTRATIVA
REGIONAL. LAS REGIONES AUTONOMAS

a). La descentralizacién territorial en relacién con las Regiones
Auténomas tiene una naturaleza politico-administrativa de acuerdo
con la Constitucién. Esto implica que el Estado transfiere a las Regio-
nes Auténomas la realizacién de unos fines de interés piblico y la ca-
pacidad para llevar adelante tales fines mediante actos politicos, legis-
lativos y administrativos. Para ello, los 6rganos de gobierno regional
disfrutan de un amplio margen de autonomia y de los medios necesa-
rios para ello.

El caricter politico de la descentralizacién de que se habla aqui
estd definido por el articulo 6 de la Constitucién al expresar que los
archipiélagos de las Azores y de Madeira constituyen regiones auté-
nomas dotadas de estatutos politico-administrativos.

El establecimiento de un régimen autonémico insular, tal como
resulta expresamente enunciado por el articulo 225 de la Constitu-
cién, se apoya en una consideracién de las caracteristicas geograficas,
econémicas, sociales y culturales relativas a tales archipiélagos, asi co-
mo las histdricas aspiraciones autonomistas de las poblaciones insula-

v res. Ademads, con el reconocimiento de un régimen de este tipo se ha
pretendido una mayor eficacia en relacién con la participacién demo-
critica de los ciudadanos, con el desarrollo econémico y social y con la
promocién y defensa de los intereses regionales, asi como con el re-
fuerzo de la unidad nacional y de los lazos de solidaridad entre todos
los portugueses.

b). La autonomia politico-administrativa regional debe ser ejerci-
tada en el marco de la Constitucién y de un Estatuto?.

Los Estatutos politico-administrativos suponen un condicionante
normativo importante de la autonomia regional y no constituyen el
fruto de un poder constituyente propio de las regiones sino que son
aprobados y modificados por la Asamblea de la Repiblica. De todas
formas, son las Asambleas legislativas de las Regiones Auténomas

2 El Estatuto politico-administrativo dc la Regién Auténoma de Azores fuc aprobado
por la Ley 61/1998, de 27 dc agosto; cl de la Regidn Auténoma de Madeira, por la Ley
13/1991, de 5 dc junio.
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quienes elaboran el proyecto de Estatuto y lo remiten a la Asamblea
de la Repiblica para su eventual aprobacién’.

A partir de ese momento los Estatutos politico-administrativos de-
finen el espacio autonémico de las Regiones Auténomas.

c). La autonomia regional que va a ser ejercitada por los 6rganos
de gobierno propios de las Regiones Auténomas afecta especificamen-
te a las funciones politico-legislativas y administrativas y comprende
las competencias previstas en la Constitucién (articulo 227) y en los
estatutos politico-administrativos.

En el 4mbito politico-legislativo corresponde a las regiones legis-
lar, dentro del respeto a los principios fundamentales de las leyes ge-
nerales de la Repiblica o con autorizacién del Parlamento nacional,
en materias de interés especifico para las regiones que no estén reser-
vadas a la competencia propia de los 6rganos de soberanfa. En ese
mismo dmbito, les incumbe también desarrollar en funcién del inte-
rés especifico de las regiones las leyes de bases en materias no reserva-
das a la competencia del Parlamento nacional o incluso en estas mis-
mas materias (v.g., bases del sistema de seguridad social y del servicio
nacional de salud, sistema de proteccién de la naturaleza, del equili-
brio ecolbgico y del patrimonio cultural, arrendamientos rurales, ba-
ses de la politica agricola, de la funcién piblica, del estatuto de las
empresas publicas y de las fundaciones publicas). Ademds, como ya se
ha visto, tienen la capacidad de iniciativa estatutaria (en cuanto a la
elaboracién y presentacién de un proyecto de estatuto politico-admi-
nistrativo de la regién) y de la iniciativa legislativa ordinaria ante la
Asamblea de la Republica.

Con un alcance politico, corresponde a las regiones especialmen-
te: crear, extinguir o modificar autarquias locais; aprobar el plan de
desarrollo econémico y social; el presupuesto y las cuentas de la re-
gién; participar en la elaboracién de los planes nacionales; en la defi-
nici6én de las politicas tributaria, monetaria, financiera y cambiaria; en
las politicas relativas a aguas territoriales; a la zona exclusiva y a los
fondos marinos contiguos; pueden también las regiones participar en
negociaciones de tratados y acuerdos internacionales, asi como en el
proceso de integracién europea mediante representacién o delega-
cidn, etc.

Desde un punto de vista administrativo, la autonomfa es muy am-
plia, pudiéndose sefialar: las regiones tienen un poder ejecutivo pro-

3 Vide articulo 226 de la Constitucién. Si la Asamblea de la Repiblica rechaza cl proycc-
to o introduce alteraciones cn €, lo remitiré a la respectiva Asamblea regional para quc ésta
lo examinc y emita su dictamen. Elaborado cl dictamen, la Asamblca dc la Republica adopta-
rd la resolucién final.
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pio; un poder reglamentario en relacién con la legislacién regional y
con las leyes generales producidas por érganos de soberania que no
hayan reservado a éstos el poder reglamentario; la capacidad de admi-
nistracién y de disposicién de su patrimonio, asf como la celebracién
de actos y contratos de su interés; tienen el poder de disposicién de los
ingresos fiscales recaudados o generados en su respectivo territorio en
el marco de un poder tributario propio; ejercen sobre las entidades lo-
cales un poder de tutela de la legalidad; la direccién de los servicios,
institutos puablicos y empresas pablicas y nacionalizadas que ejerzan
su actividad de modo exclusivo o predominante en la regién y cuando
lo justifique el interés general, etc.

En la definicién del 4mbito de la autonomia regional, es preciso
referirse a una serie de materias consideradas como de interés especi-
fico de la regién. Son aquellas que afectan exclusivamente a la respec-
tiva regién auténoma o que tienen una especial relevancia para esas
regiones. Son de modo especial: la consideracién de los recursos hu-
manos y la calidad de vida; patrimonio y creacién cultural; defensa
del medio ambiente y equilibrio ecol6gico; proteccién de la naturale-
za y de los recursos naturales, asi como la sanidad publica, animal y
vegetal; desarrollo agricola y piscicola; recursos hidricos, minerales y
termales; energia de produccién local; utilizacién del suelo, vivienda,
urbanismo y ordenacién del territorio; vias de circulacién, trinsito y
transportes maritimos y aéreos entre las islas; desarrollo comercial e
industrial, turismo, folclore y artesania; deporte; organizacién de la
administracién regional y de sus servicios*.

d) La autonomia regional se ejercita por los 6rganos de gobierno
propios de la Regién, que son la Asamblea Legislativa Regional y el
Gobierno Regional. La Asamblea es elegida por sufragio universal, di-

. rectoy secreto y el Gobierno es responsable politicamente ante ella. El
Presidente del Gobierno Regional es nombrado por el Ministro de la
Repiblica teniendo en cuenta los resultados electorales®.

La Asamblea ejerce la funcién politica y legislatva (y parte de la fun-
cién reglamentaria); el gobierno, por su parte, aunque puede ejercer la
iniciativa legislativa, lleva a cabo especialmente la funcién administrativa®.

También se prevé la figura del referéndum regional que puede ser
convocado por el Presidente de la Repiblica a propuesta de la Asam-
blea Regional. El referéndum recae sobre cuestiones relevantes de es-
pecifico interés regional’.

+ Cfr. articulo 228 dec la Constitucién.

5 Articulo 231 de la Constitucién.

6 Ver a este respecto el articulo 323.1 de la Constitucién. Para una definicién mds precisa de
estas funciones cs preciso consultar los Estatutos politico-administrativos de Azores y Madeira.

7 Ver articulo 232.2 dc la Constitucién.
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e) También es interesante destacar que la autonomfa de las Regio-
nes queda delimitada juridicamente por los contenidos definidos en
la Constitucién y en los respectivos estatutos politico-administrativos;
ademis, la autonomia no puede perjudicar la integridad de la sobera-
nia del Estado, debiendo favorecer su unidad nacional y los lazos de
solidaridad entre todos los portugueses; se sefiala ademés que los po-
deres autonémicos sélo pueden ejercer sus competencias en el marco
de la Constitucién y de la ley.

A este respecto debe indicarse la existencia del Ministro de la Repi-
blica, un érgano que representa al Estado en cada una de las Regiones
Auténomas y que es nombrado y destituido por el Presidente de la Re-
publica a propuesta del Gobierno de la Repiblica, oido el Consejo de
Estado®. A este 6rgano le corresponde ejercer, por delegacién del Gobier-
no, funciones de supervisién de los servicios del Estado en la Regién.
Desde un punto de vista politico, al Ministro de la Repiblica le corres-
ponde ademas el nombramiento del Presidente del Gobierno regional,
teniendo en cuenta los resultados de las elecciones para la Asamblea Le-
gislativa Regional, asi como el nombramiento y destitucién de los demaés
miembros del Gobierno a propuesta del respectivo Presidente.

También le incumbe al Ministro de la Repuablica firmar y hacer
publicar los decretos legislativos regionales y los decretos reglamenta-
rios, pudiendo ejercer dentro de ciertos limites un derecho de veto po-
litico por consideraciones de inconstitucionalidad.

Por otro lado, se prevé también la posibilidad de que el Ministro
de la Repiblica disuelva los 6rganos propios de gobierno de la Regién
Auténoma, oida fa Asamblea de la Repiiblica y el Consejo de Estado,
por la realizacién de actos graves contrarios a la Constitucién.

I1I. LA DESCENTRALIZACION ADMINISTRATIVA Y EL
PODER LOCAL

a). La descentralizacién territorial a favor de las autarquias locais,
o sea, de las regiones administrativas que pueden crearse, de los mu-
nicipios y de las feligresias®, tiene un caracter meramente administra-
tivo. Las atribuciones o fines de interés publico transferidos por el Es-
tado a las auzarquias locais deben concretarse en instrumentos de
caricter administrativo o de Derecho privado, y las autoridades admi-
nistrativas beneficiarias de la descentralizacién deben sujetarse a los
limites establecidos por la ley correspondiente.

3 Cfr. articulo 230 dc la Constitucién.
9 En las Regionces Auténomas de Azores y Madcira las cntidades locales previstas son
simpicmente los municipios y las feligresias. Cfr. articulo 236.2 dc la Constitucién.
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Este tipo de descentralizacién administrativa esta previsto especi-
ficamente en el articulo 6 de la Constitucién e indirectamente en otros
preceptos constitucionales ya mencionados.

Ademis, la idea de descentralizacién administrativa en relacién
con las autarquias locais esta presente en su propia definicién constitu*
cional en cuanto entes descentralizados, tal como resulta de lo dis-
puesto en el apartado 2 del articulo 235 de la Constitucién: «las auzar-
quias locais son personas juridicas territoriales dotadas de érganos
representativos, que se proponen el fomento de intereses propios de
las poblaciones respectivas».

Se trata de entes descentralizados, por un lado, porque las auzar-
quias locais son consideradas como centros de promocién de intereses
publicos de las poblaciones locales, siendo finalmente instituciones
que compiten con el Estado en la funcién de promover intereses pa-
blicos. Ademis, son entes descentralizados porque estin dotados de
personalidad juridica propia, de modo que no se confunden con el
Estado ni con ninguna otra entidad. Por otra parte, esa condicién se
deduce también del hecho de tratarse de entidades dotadas de 6rganos
representativos, esto es, de 6rganos capaces de la formacién y manifes-
tacién de una voluntad que, dado el caricter de sus miembros y el
ejercicio de las competencias de que disponen, puede ser imputada a
la entidad correspondiente y, en dltimo término, a las poblaciones res-
pectivas!0,

La idea de la descentralizacién administrativa est4 en la base del
régimen del poder local tal como se confirma en el epigrafe del propio
articulo 237 de la Constitucién que habla expresamente de «descen-
tralizacién administrativa». Ademds, en este precepto se afirma que
«las atribuciones y la organizacién de las autarquias locais, asi como la
competencia de sus 6rganos, serdn reguladas por la ley, con arreglo al
principio de descentralizacién administrativa»!l.

b). Las autarquias locais, ademas de disponer de una amplia capaci-
dad juridica para desarrollar sus atribuciones, tienen también capaci-
dad juridico-piblica especifica para adoptar actos administrativos, pa-
ra la celebracién de contratos piblicos y también, ‘como resulta

10 Esos érganaos, sca cual sea la autarquia local, son los siguientes: una asamblea clegida
dotada de poderes decisorios y un érgano cjecutivo colegiado responsable ante aquélla. La
Asamblca cs elegida por sufragio universal dirccto y scereto de los ciudadanos empadronados
cn la respectiva entidad local, segin el sistema de representacién proporcional. El érgano cje-
cutivo colegiado estd constituido por un ndmcro deterrninado de miembros, siendo designa-
do presidente ¢l primer candidato dc la lista més votada de acucrdo con la ley. Ver articulo 239
dc la Constitucién.

U La llamada ley de autarquias locais (Decreto-ley 100/1984, de 29 de marzo) ha desarro-
llado cl régimen del poder local aplicable a municipios y feligresias.
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expresamente de lo dispuesto por el articulo 241 de la Constitucién,
para la adopcién de normas reglamentarias. En este aspecto, la Consti-
tucién establece que las autarquias locais disponen de un poder regla-
mentario propio dentro de los limites de la Constitucién, de las leyes y
de los reglamentos adoptados por autarquias locais de grado superior o
de las autoridades investidas del poder de tutela.

En este sentido, el apartado primero del articulo 238 de la Constitu-
cién especifica que las autarquias locais tienen patrimonio y finanzas
propios. Por otro lado, el apartado segundo de este articulo subraya que
el régimen financiero local seri establecido por ley y buscari el reparto
justo de los recursos publicos por el Estado y por las aurarquias locais y la
necesaria correccién de desigualdades entre autarquias locais del mismo
grado. A su vez, el apartado tercero sefiala que los ingresos propios de
las entidades locales incluyen obligatoriamente las que proceden de la
gestién de su patrimonio y de la utilizacion de sus servicios, a lo que hay
que afadir (apartado cuarto) que las entidades locales pueden disponer
de capacidad tributaria en los casos y términos previstos por la ley!2.

Ademis, de acuerdo con el articulo 243 de la Constituciénl se pre-
vé que, con el fin de garantizar la eficacia de su accién, las entidades
locales disponen de cuadros de personal propio. Ademis, se prevé que
el Estado puede aportar el apoyo técnico y los medios humanos nece-
sarios de acuerdo con la ley y sin perjuicio de la autonomia de aquéllas.

Por ltimo, debe quedar claro que la descentralizacién adminis-
trativa de las autarquias locais tiene el limite de la tutela administrati-
va. La tutela consiste simplemente, de acuerdo con los términos del
articulo 242 de la Constitucién, en la verificacién del cumplimiento
de la ley por parte de los 6rganos locales y es ejercida segiin los casos y
formas previstos en la ley. La tutela puede implicar la adopcién de
medidas restrictivas de la autonomia local. En este caso, las medidas
deberin ir precedidas del dictamen de un érgano local previsto por la
ley. Cuando estas medidas se basen en acciones u omisiones ilegales
graves, se puede llegar a la disolucién de los érganos locales!3.

IV. REGIONALIZACION ADMINISTRATIVA Y REGIONES
ADMINISTRATIVAS

a). En el contexto general de la descentralizacién meramente ad-
ministrativa a favor de las autarquias locais, cabe el fenémeno especifi-
co de la regionalizacién administrativa.

12 Sobre cl régimen financicro local, ver la Ley 42/1998, dc 6 de agosto.
13 Sobre ¢l régimen de la tutela sobre las autarquias locais, ver la Ley 27/1996, de 1 de
agosto.
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La regionalizacién administrativa consiste especificamente en
una descentralizacién territorial de contenido meramente administra-
tivo a favor de regiones del mismo caricter.

Se trata de un fenémeno que no debe confundirse con el de la re-
gionalizacién basada en Regiones Auténomas como las de Azores y
Madeira, ya que en este caso se trata de algo mds que la simple des-
centralizacién administrativa y alcanza la descentralizacién politica,
por lo que no son simples autarquias locais aunque no pueda hablarse
obviamente de ellas como de un Estado.

El fenémeno de la regionalizacién a que me refiero ahora, el que
tiene como resultado regiones administrativas, tal como se desprende
del articulo 236 de la Constitucién, estd previsto para el espacio terri-
torial portugués continental!*.

b). Las regiones administrativas participan de todas las caracterfs-
ticas definidoras de las auzarguias locais.

Concretamente, en el articulo primero de la Ley-Cuadro de las
Regiones Administrativas (Ley 56/1991, de 13 de agosto), se define la
regién administrativa como una persona juridica territorial, dotada de
autonomfia administrativa y financiera y de érganos representativos,
que busca el fomento de los intereses propios de las poblaciones res-
pectivas como factor de cohesién nacional. -

Se trata de autarquias locais supramunicipales, con un 4mbito terri-
torial de actuacién correspondiente al de varios municipios y, segin el
articulo 257 de la Constitucién, concebidas como instrumentos para
desempeiiar funciones relativas a la direccién de servicios publicos (servi-
cios confiados a las regiones y originariamente integrados en la Adminis-
tracién periférica del Estado) y tareas de coordinacién y apoyo a la accién
de los municipios comprendidos en su dmbito territorial, con respeto a la
autonomia de éstos y sin limitacién reciproca de sus respectivos poderes.

Dentro de estos parimetros y tal como se contempla en el articulo
17 de la mencionada Ley-Cuadro de las Regiones administrativas, sus
competencias se refieren al desarrollo econémico y social, ordenacién
del territorio, medio ambiente, conservacién de la naturaleza, recur-
sos hidricos, equipamientos sociales y vias de comunicacién, educa-
cién y formacién profesional, cultura y patrimonio histérico, juven-
tud, deporte y ocio, turismo, abastecimiento piublico, apoyo a las
actividades productivas y a la accién de los municipios.

Ademis, en cuanto entes supramunicipales, las regiones adminis-
trativas son concebidas también como centros de planificacién por lo

14 Como ya sc ha sciialado antes, la figura de la regién administrativa no estd prevista pa-
ra los archipiélagos de Azorcs y Madcira, ya que cn cstos casos sélo sc prevén las autarquias
locais dc las feligresias y dc los municipios (articulo 236.1 y 2 dc la Constitucién).
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que les corresponde elaborar los planes de desarrollo regional y partici-
par en la elaboracién de los planes nacionales de desarrollo econémico
y social. Al mismo tiempo, como todas las autarquias locats, tienen po-
testad reglamentaria aunque aqui con un alcance supramunicipal de
modo que deben ser respetados por los reglamentos de las feligresias y
municipios.

Desde otro punto de vista, se trata de entidades infraestatales.

¢). La posicién de las regiones administrativas en relacién con el
Estado o los municipios hay que situarla a partir de los principios de
subsidiariedad, legalidad, independencia y descentralizacién admi-
nistrativa tal como se deducen de lo dispuesto en los articulos 4 a 7 de
la Ley-Cuadro de las Regiones Administrativas.

Eso significa, por un lado, que la autonomia administrativa y
financiera de las regiones administrativas se funda en el principio
de subsidiariedad de sus funciones en relacién con el Estado y los
municipios, de modo que su autonomia regional no puede interfe-
rir negativamente en la esfera de atribuciones y competencias de los
municipios y de sus 6rganos. Por otro lado, la actuacién de sus 6r-
ganos y responsables debe ser acorde, obviamente, al Derecho esta-
tal.

Por otra parte, sus 6rganos son independientes en el dmbito de sus
competencias, de modo que sus decisiones no pueden ser suspendi-
das, modificadas, revocadas o anuladas si no es en la forma prevista
por la ley. Estas regiones, por lo demds, estin sometidas a la tutela ad-
ministrativa propia de las autarquias locais que ya ha sido explicada
anteriormente.

Finalmente, en cuanto es una exigencia del principio de descen-
tralizacién, se deduce que el reparto de atribuciones entre la Adminis-
tracién central y las regiones administrativas deber4 asegurar su inter-
vencién en la realizacién de los intereses piblicos administrativos que
revista una naturaleza predominantemente regional.

En su doble condicién de entes infraestatales y supramunicipales,
como se deduce del articulo 18 de la Ley-Cuadro de las Regiones Ad-
ministrativas, éstas desarrollan sus atribuciones respetando las funcio-
nes del poder central, de los municipios y de la iniciativa privada, hus-
cando la reduccién de las desigualdades de desarrollo del territorio
continental portugués.

d). La estructura organizativa bisica de las regiones administrati-
vas incluye un méaximo 6rgano deliberante, la asamblea regional, que
se compone de representantes de las asambleas municipales (15 6 20)
y de miembros directamente elegidos por los ciudadanos de la re-
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gién!5. Existe ademds un érgano ejecutivo colegiado que es la junta
regional. :

Los miembros de la junta regional (un presidente y vocales, en un
nimero maximo de seis, en las regiones con 1,5 millones o mis de ha-
bitantes) son elegidos por la asamblea regional de entre sus miembros.
La junta regional es responsable ante la asamblea regional de modo
que ésta puede aprobar una mocién de censura que obliga a la dimi-
si6n de aquélla.

Al margen de esta estructura, en las regiones adrinistrativas exis-
te un representante del gobierno nombrado por el Consejo de Minis-
tros. Se trata del gobernador civil que tiene competencias administra-
tivas y policiales que afectan también a las autarquias locais
infrarregionales, o sea, los municipios y feligresias de la regién admi-
nistrativa.

V. LA REGIONALIZACION ADMINISTRATIVA FRUSTRADA

a). La regionalizacién administrativa representa un proceso pre-
visto constitucionalmente pero que debe ser concretado!®.

El articulo 255 de la Constitucién senala que las regiones admi-
nistrativas serdn instituidas de modo simultineo por una ley que ha-
bréd de definir los poderes, composicién, competencias y funciona-
miento de sus érganos si bien podri establecer diferenciaciones en
cuanto al régimen aplicable a cada regién.

La institucionalizacién concreta de las regiones administrativas,
segin dispone el articulo 256 de la Constitucién, se lleva a cabo me-
diante la aprobacién de una ley para cada una de ellas. Con antelacién,
se habréd aprobado la ley de alcance general mencionada en el parrafo
anterior. Asimismo, la institucionalizacién concreta de cada regién es-
tard supeditada al voto favorable de la mayoria de los electores en un
referéndum cuyas preguntas habrin de ser concretadas por el Presi-
dente de la Reptblica a propuesta de la Asamblea de la Repdblica??.

15 El articulo 260 de la Constitucién indica que este érgano estd constituido por miem-
bros clegidos segin el sistcma d'Hondt a partir de un colegio clectoral formado por los miem-
bros dc las asamblcas municipales.

16 Micntras la divisién administrativa no sc lleve a cabo, subsiste la distribucién del te-
rritorio por distritos. Los distritos no son autarquias locais sino simples circunscripcionces ad-
ministrativas a cfectos de la Administracién periférica del Estado. En ¢l distrito existe un go-
bernador civil como representante del Gobicrno, encargado de ¢jercer la tutcla administrativa
¢n su territorio.

17 Sobre cl régimen de esta consulta popular, ademds de la Ley-cuadro de las Regiones
Administrativas, véase la Ley 15-A/98, de 3/, (Ley Orgénica del Régimen de Referéndum). Ver
también el régimen constitucional del referéndum tal como sc define en ¢l articulo [15 de la
Constitucién.
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b). La cuestién de la institucionalizacién concreta de, las regiones
administrativas fue abordada recientemente con ocasién de la revisién
constitucional de 1997.

De acuerdo con el procedimiento constitucional y legal previsto,
en abril de 1998 se publicé la Ley de creacién de Regiones Adminis-
trativas (Ley 19/1998, de 28 de abril) y posteriormente se convocé la
correspondiente consulta popular mediante Decreto 39/1998, de 1 de
septiembre, del Presidente de la Repiblica tras la Resolucién de la
Asamblea de la Repiblica 36-B/98 (Diario da Repiiblica, 1-A, Suple-
mento, de 30/6/98).

La Ley prevefa que las regiones administrativas de la parte conti-
nental de Portugal serfan: Regién de Entre Douro y Minho; Regién de
Tras-os-Montes y Alto Douro; Regién de Beira-Litoral; Regién de Bei-
ra-Interior; Regién de Estremadura y Ribatejo; Regién de Lisboa y Setd-
bal; Regién de Alentejo; Regién de Algarve. Ademds, se definia el espa-
cio territorial propio en relacién con los municipios comprendidos en él.

En lo que respecta a la definicién de los poderes y a su composi-
cién, a las competencias de las regiones administrativas, asi como al
funcionamiento de sus 6rganos, la Ley se limitaba a una remisién a la
ya mencionada Ley-Cuadro de las Regiones Administrativas (Ley
56/1995, de 13 de agosto).

La propuesta de consulta popular sobre la institucionalizacién con-
creta de las regiones administrativas aprobada por la Asamblea de la Re-
publica, indicaba las preguntas que debfan hacerse: a) La primera, dirigi-
da a todos los electores del d4mbito nacional, preguntaba acerca del
acuerdo de los ciudadanos con la institucionalizacién concreta de las re-
giones administrativas; b) la segunda pregunta, dirigida a los electores, en
el dmbito de cada una de las regiones creadas por la Ley 19/1998, de 28 de
abril, preguntaba acerca del acuerdo de los ciudadanos en relaci6n con la
institucionalizacién en concreto de la regién administrativa respectiva.

La propuesta fue sometida por el Presidente de la Repiblica al
Tribunal Constitucional a efectos de control preventivo de constitu-
cionalidad, tal como se prevé en el articulo 115.8 de la Constitucién y
en los articulos 26 y 29.1 de la Ley Orgédnica del Régimen del Referén-
dum (Ley 15-A/98, de 3 de abril). El Tribunal decidié que se daba por
verificada la constitucionalidad y legalidad del referéndum propuesto
por la Asamblea de la Repiblical8.

El procedimicnto de someter la institucionalizacién concreta de las regionces administrativas
a consulta popular fuc introducido en la ltima revisién constitucional de 1997. Hasta enton-
ces, Ja institucionalizacién concreta dependia del voto favorable de la mayoria dc las asam-
blcas municipales que representasen a la mayor parte de la poblacién del 4rca regional segin
la redaccién originaria de la Constitucién de 1976.

18 Ac6rdao 532/98, Didrio da Repiblica, 1-A, de 30 de julio de 1998. El Tribunal cntendié

que las cucstionces plantcadas habian sido presentadas con objetividad, claridad, precisién
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Ante esta sentencia, el Presidente de la Repiiblica convocé la con-
sulta popular sobre regionalizacién para el dia 8 de noviembre de
199819.

Los resultados de este referéndum fueron los siguientes:

a) en cuanto a la primera pregunta de dmbito nacional, el 63,52%
de los votos vilidamente expresados se manifestaron en contra de la
institucionalizacién en concreto de las reglones administrativas;

b) en cuanto a la segunda pregunta de 4mbito local, las respuestas
fueron también negativas respecto de la institucionalizacién de las re-
giones administrativas legalmente previstas, con la Gnica excepcién de
la Regién de Alentejo donde se obtuvo una votacién favorable del
50,69% de los votos vilidamente expresados?0.

¢) Los resultados del referéndum mostraron una divisién del elec-
torado respecto de la regionalizacién administrativa que ha ido mis
alld de los limites partidarios.

El Partido Socialista (en el Gobierno) defendié oficialmente el s7
a la regionalizacién. El Partido socialdemécrata (el mayor partido de
la oposicién) defendié el no. El si'y el no encontraron adeptos en los
electores de todos los partidos, de derecha, de izquierda o de centro,
y cobraron relevancia asociaciones o grupos careados para la defensa
de una u otra posicién. Incluso el no encontré partidarios en algunos
sectores defensores de una regionalizacién distinta, con regiones con-
figuradas de otra manera.

Los sectores favorables al s subrayaron que la regionalizacién ad-
ministrativa constitufa un proceso democritico por el que se transfe-
ria una capacidad de decidir desde el Estado a niveles de poder local;
asimismo, que era posible la adopcién de decisiones piblicas de mo-
do mas ripido, por quien meior conoce los problemas y con reduccién
de la burocracia; que se trataba de un proceso que habia tenido lugar
de modo generalizado en los paises mas desarrollados de Europa, de
modo que, como regla general, constituia una fuente de desarrollo mis

y con cardcter disyuntivo tal como exigen los articulos 115.6 de la Censtitucién y 7.2 de la Ley
Orgénica del Régimen de Referéndum. Se ha entendido que al preguntarse a los clectores si
estdn de acucrdo con la institucionalizacién en concreto de las regiones administrativas, debe
entenderse en cl sentido de si estdn de acuerdo con que comicneen a funcionar las regiones
administrativas crcadas por la Ley 19/98, dc 28/4, cuyos 6rganos y competencias estin defini-
dos cn la Ley 56/91, de 13 dc agosto, como sc desprende de las palabras «cn concreto» de la
férmula emplcada. Por otro lado, también sc ha subrayado quc al preguntarsc a los ciudada-
nos si cstaban de acucrdo con la Institucionalizacién concreta de su respectiva regién admi-
nistrativa, sc cstaba plantcando la cuestién acerca de si estaban de acuerdo en que comenza-
ra a funcionar la regién cn la que residen.

2 Vid. Declaragio n° 1/99 de la Comisién Nacional de Elecciones donde consta el mapa
oficial de los resultados del referéndum (Didrio da Republica, 1-A, n® 26, de 1/2/99).

DA-2000, nims. 257-258. AFONSO D'OLIVEIRA MARTINS. La descentralizacion territorial y lar...



DA-2000, nims. 257-258. AFONSO D'OLIVEIRA MARTINS. La descentralizacion territorial y lar...

108 Afonso D’Oliveira Martins

equilibrado, de progreso y de calidad de vida de los ciudadanos; que
permitia una mejor representacién de Portugal en el Comité de las
Regiones de la Unién Europea y consecuentemente una mayor capa-
cidad de negociacién, especialmente en materia de fondos estructura-
les europeos; que ello no implicaba un aumento del nivel de tributa-
cién de los ciudadanos vy, por el contrario, una disminucién de los
gastos publicos mediante una racionalizacién de la organizacién de
los servicios publicos e incluso la disminuci6n de los gobiernos civiles;
finalmente, que no implicaba la desintegracién politica nacional, de
modo que servia para unir y no para dividir.

A favor del no se esgrimid, por el contrario, que la regionalizacién
no se correspondia con una tradicién propia de Portugal, sino que
iba en contra de la tradicién municipalista que obliga a un proceso
distinto de la profundizacién de la descentralizacién a favor de los
municipios; que la regionalizacién habia sido definida con arreglo a
un mapa de regiones administrativas erréneo, que implicaba una descentra-
lizacién mala, inoportuna, artificial, innecesaria y peligrosa. Otros
defendieron que el mapa habia sido concebido para favorecer al par-
tido del Gobierno; o que ese mapa contemplaba situaciones en que
las regiones del interior resultarfan atin més debilitadas; o que, en re-
lacién con las regiones fronterizas del interior, se podia producir un
fenémeno de satelizacién por parte de las regiones espafiolas conti-
guas. Que las desigualdades regionales se acentuarian. Ademds, de
acuerdo con ese punto de vista, la regionalizacién serfa simplemente
un factor de creacién de una nueva clase politica y de una estructura
auténoma de poder politico con costes financieros muy elevados de
modo que las regiones podrian contribuir también al aumento de los
impuestos. Por otra parte, la regionalizacién abrirfa un espacio de
mayor conflictividad politica (entre el poder central y poder munici-
pal) y, posiblemente, para la formacién incluso de partidos politicos
de 4mbito regional.

Prevalecieron estos dltimos argumentos y la regionalizacién que-
dé bloqueada. Todavia se podria decir mucho mis al respecto, aun-
que no en el espacio de una simple crénica como ésta.

No es posible hacer ningiin vaticinio sobre el futuro del proceso de
regionalizacién. El tiempo se encargari de decir que se trata de un
proceso que serd olvidado o no.
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